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R E S O LU C I Ó N  

 

 
En San Juan, Puerto Rico a  31 de agosto de 2016. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones el señor Freddy 

Pérez Soto (peticionario, parte peticionaria) mediante un escueto escrito 

titulado Moción por Derecho Propio y nos solicita que revisemos y 

revoquemos una  Resolución emitida el 5 de julio de 2016 por la Sala de 

Aguadilla del Tribunal de Primera Instancia (TPI, foro primario o 

instancia). Mediante el aludido dictamen el TPI se pronunció “no ha lugar” 

a una solicitud del peticionario al amparo de la Regla 192.1 de las de 

Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. 32 LPRA Ap. III, R. 192.1, para 

que se modificara la Sentencia impuesta en su contra en la causa criminal 

de epígrafe y se ordenara la imposición de atenuantes. 

Procedemos a adjudicar, prescindiendo de otros trámites, según 

nos lo autoriza a hacer la Regla 7(B)(5) del reglamento de este Tribunal.  

Por los fundamentos que expresamos a continuación, denegamos la 

expedición del recurso presentado.  

I. 
 

Según surgen del expediente ante nuestra consideración1, los 

hechos e incidentes procesales esenciales y pertinentes para disponer del 

recurso son los siguientes: 

                                                 
1
 Solicitamos al foro primario copia de la Sentencia de fecha 16 de junio de 2015, 

Moción por derecho propio  presentada por el peticionario el 22 de junio de 2016, 
Orden  del TPI denegando la modificación de sentencia de 5 de julio de 2016. 
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El peticionario fue acusado por  infracción al Art. 121(C) del Código 

Penal del 2012 sobre Privación de Custodia.2 El peticionario estando 

representado legalmente, realizó alegación de culpabilidad. El peticionario 

fue sentenciado el 16 de junio de 2015 a cumplir seis (6) años de 

reclusión. Se consideraron atenuantes en la imposición de la pena. 

El peticionario por derecho propio, el 22 de junio de 2016, presenta 

Moción por derecho propio. En dicho escrito solicita que se le apliquen 

circunstancias atenuantes a su pena a tenor con la Ley  246-2014.  El 1 

de julio de 2016, notificada el día 5 del mismo mes y año, el foro primario 

dispuso: 

Evaluada la moción No Ha Lugar.  

La pena fue impuesta con atenuantes. 

 

Inconforme con el aludido dictamen, el 14 de julio de 2016 el 

peticionario acudió ante este Tribunal en revisión.  Esencialmente 

cuestiona el dictamen del TPI al denegar su solicitud.   

II. 

Procede examinar  la normativa que debemos considerar para 

disponer de este recurso. 

A. Recurso de Certiorari 

El auto de certiorari, 32 LPRA sec. 3491, et seq., es el vehículo 

procesal extraordinario utilizado para que un tribunal de mayor jerarquía 

pueda corregir un error de derecho cometido por un tribunal inferior. 

Nuestro Tribunal Supremo reiteradamente ha establecido que este 

recurso procede para revisar tanto errores de derecho procesal como 

sustantivos.  Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001);  Pueblo 

v. Colón Mendoza, 149 DPR 630, 637 (1999).  Véase, además Ley de la 

Judicatura de Puerto Rico 2003, Art. 4.006, 4 LPRA sec. 24y.        

                                                 
2
 “Toda persona que sin tener derecho a ello prive a un padre, madre u otra persona o 

entidad de la custodia legal de un menor o de un incapacitado, incurrirá en delito menos 
grave. Se considera delito grave con pena de reclusión por un término fijo de ocho (8) 
años, cuando concurra cualquiera de las siguientes circunstancias:   (a) Si se traslada al 
menor fuera de la jurisdicción del Estado Libre Asociado de Puerto Rico. (b) Si el padre o 
madre no custodio residente fuera de Puerto Rico retiene al menor cuando le 
corresponde regresarlo al hogar de quien tiene su custodia legítima.  (c) Si se oculta o 
si con conocimiento, se niega a divulgar el paradero de algún menor que se ha 
evadido de la custodia del Estado, o sobre el cual exista una orden para ingresarlo 
en alguna institución.” 34 LPRA 5180 
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De otro lado, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones,  4 LPRA Ap. XXII B,  contiene los criterios que debemos 

considerar al momento de atender un recurso para que se expida un auto 

de certiorari, a saber:     

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a diferencia 
de sus fundamentos, son contrarios a derecho.  

    
B. Si la situación de hechos planteada es la más indicada para el 

análisis del problema.   
    
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad, o error craso y manifiesto en 

la apreciación de la prueba por el Tribunal de Primera 
Instancia.     

 
D. Si el asunto planteado exige consideración más detenida a la luz 

de los autos originales, los cuales deberán ser elevados, o de 
alegatos más elaborados.   

 
E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso es la 

más propicia para su consideración.  
 
F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa no 

causan un fraccionamiento indebido del pleito y una dilación 
indeseable en la solución final del litigio. 

 
G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa evita un 

fracaso de la justicia.       

  

Sobre estos criterios de evaluación nuestro más Alto Foro ha 

enunciado que este foro apelativo intermedio debe evaluar tanto la 

corrección de la decisión recurrida así como la etapa del procedimiento en 

que el recurso es presentado, con el fin de determinar si dicha etapa es la 

más apropiada o conveniente para intervenir con lo actuado por el foro de 

instancia y no ocasionar un fraccionamiento indebido o una dilación 

injustificada del pleito.  Torres Martinez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83 

(2008); Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79 (2001).  Por tanto se trata 

de un recurso a ser expedido discrecionalmente. Banco Popular de P.R. 

v. Mun. de Aguadilla, 144 DPR 651, 658 (1997).    

B. Atenuantes y Agravantes 

El Artículo 67 del Código Penal de 2012 enmendado por la Ley 

246-20143, provee criterios adicionales para orientar la discreción judicial 

al imponer atenuantes y agravantes. Así, en el ejercicio de su discreción, 

al imponer una nueva sentencia, el juez o jueza sentenciadora 

                                                 
3
 33 LPRA sec. 5100.   
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considerará tanto los agravantes o atenuantes probados, como el informe 

pre-sentencia y el plan de rehabilitación, si lo hubiere. Además, la 

reducción o aumento de la pena, de probarse atenuantes o agravantes, 

se dará dentro de un margen de discreción que puede fluctuar desde cero 

hasta un 25%.  

Conforme a ese artículo, un tribunal puede considerar la existencia 

de circunstancias agravantes y aumentar la pena hasta un veinticinco por 

ciento. En el caso de que mediaran circunstancias atenuantes, puede 

reducir hasta un veinticinco por ciento de la pena fija establecida. No 

obstante, en el caso en que la ley ya hubiese considerado las 

circunstancias agravantes o atenuantes al tipificar el delito o cuando estas 

fuesen inherentes al delito, no se considerarían en la fijación de la pena.   

El Artículo 67 supra,  dispone lo siguiente:  

La pena será fijada de conformidad con lo dispuesto en 

cada sección de este Código.  

 Excepto en delitos cuyo término de reclusión señalado en 

el tipo sea de noventa y nueve (99) años, el tribunal podrá 

tomar en consideración la existencia de 

circunstancias atenuantes y agravantes dispuestas en los 

artículos 65 y 66 de este código. En este caso, de mediar 

circunstancias agravantes, la pena fija establecida podrá 

ser aumentada hasta un veinticinco (25) por ciento; de 

mediar circunstancias atenuantes podrá reducirse hasta 

en un veinticinco (25) por ciento de la pena fija 

establecida.  (Énfasis Suplido) 

[………….]4 

 El Artículo 66 del Código Penal de 2012, que enumera las 

circunstancias agravantes, permaneció igual luego de la aprobación de la 

Ley 246-2014.5 No obstante, la Ley 246-2014 enmendó el Artículo 65 y 

                                                 
4
 El resto del artículo dispone: Cuando concurran circunstancias agravantes y atenuantes 

simultáneamente, el tribunal evaluará su peso y determinará si se cancelan entre sí, o si 
algunos atenuantes o agravantes deben tener mayor peso en el ejercicio de su 
discreción al sentenciar.  Las circunstancias agravantes o atenuantes que la ley ya haya 
tenido en cuenta al tipificar el delito, al igual que las que son inherentes al mismo, no 
serán consideradas en la fijación de la pena.  Las circunstancias agravantes o 
atenuantes que consisten en la ejecución material del delito o en los medios empleados 
para realizarlo, sirven únicamente para agravar o atenuar la responsabilidad de quien ha 
tenido conocimiento de ellas en el momento de realizar o cooperar en el delito.  Las 
circunstancias agravantes o atenuantes que se refieran al convicto en sus relaciones 
particulares con la víctima o en otra causa personal, sirven para agravar o atenuar la 
responsabilidad sólo de aquél en quien concurran.  
5
 33 LPRA sec. 5099. 
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añadió cuatro circunstancias atenuantes a las ya enumeradas en ese 

artículo. Estas son:6   

(j) El convicto fue inducido por otros a participar en el 

incidente.   

(k) El convicto realizó el hecho por causas o estímulos tan 

poderosos que le indujeron arrebato, obcecación u otro 

estado emocional similar.   

(l) La participación del convicto no fue por sí sola 

determinante para ocasionar el daño o peligro que provocó 

el hecho.   

(m) El daño causado a la víctima o propiedad fue mínimo.  

IV.   

Luego de revisar el expediente ante nos, no hallamos razón que 

justifique el intervenir con la decisión del foro recurrido. Es nuestro criterio 

que  como cuestión de derecho en el dictamen recurrido no medió  

prejuicio, parcialidad o error craso y manifiesto por parte del TPI. Regla 40 

del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra.  No tenemos duda 

alguna de que el TPI actuó correctamente al denegar la moción al amparo 

de la Regla 192.1, supra, ya que de su faz es improcedente. Sobre todo, 

la sentencia fue dictada vigente la Ley 246-2014 y en la misma surge que 

se le aplicó atenuantes a la pena. El delito configurado en el Art. 121(c) 

conlleva una pena de reclusión por un término fijo de ocho (8) años y al 

peticionario fue sentenciado a una pena de seis (6) años, con atenuantes. 

V. 

Por los fundamentos antes expresados, denegamos expedir el auto 

de certiorari solicitado.  

 Notifíquese inmediatamente. 

Lo pronunció y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.   

  

                                          Dimarie Alicea Lozada   
                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

                                                 
6
 33 L.P.R.A. § 5098(j), (k), (l), (l) y (m).       

 


